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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, tres de septiembre de dos mil nueve
Acta número 0056 del 3 de septiembre de 2009
En la fecha, siendo las cinco de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que la apoderada de la demandada formula en contra de la sentencia dictada el 1° de abril pasado, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que María Olinde Ramírez Martínez le promueve a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero en Liquidación. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, por intermedio de apoderado judicial, que habiendo cumplido la edad requerida para acceder a la pensión convencional, solicitó a la demandada el pago de dicho beneficio, con la indexación de la primera mesada en los términos legales y jurisprudenciales correspondientes; por medio de Resolución 05541 del 3 de septiembre de 2007, la Entidad reconoció la pensión solicitada, sin manifestar nada acerca de la indexación de la primera mesada, toda vez que había laborado para esa institución hasta el 27 de junio de 1999, por lo que perdió poder adquisitivo en la liquidación de su mesada pensional desde 1999 hasta el 2007; por medio de derecho de petición se solicitó la indexación de la primera mesada pensional, recibiendo respuesta negativa el 23 de octubre de 2007. 
Pretende en consecuencia que se ordene a la demandada ajustar el valor de la mesada pensional inicial, indexando el salario promedio devengado al momento de la terminación del contrato laboral en el año 1999 y hasta el año 2007; que se ordene a la accionada ajustar las mesadas pagadas y en los años posteriores con los porcentajes aplicados al valor inicial de la pensión convencional incluidas las mesadas adicionales a que haya lugar, debiendo pagar la diferencia, primas e intereses si hay lugar a ellos; que se le apliquen a la demandada las sanciones pertinentes; que se apliquen la prerrogativas de fallar ultra y extra petita; por último solicita condena en costas a cargo de la accionada.
La demanda fue admitida por auto del 27 de febrero de 2008, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 38. 
Contestó la accionada por intermedio de apoderada, fls. 46-50, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones, argumentando que la demandante se benefició de lo acordado en la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero y sus trabajadores, que rigió durante los años 1998 y 1999, en la cual se otorgó beneficios por encima de los reconocidos por ley; excepcionó Prescripción, Inexistencia de las obligaciones demandadas y Carencia de acción, de causa y de derecho. 
La conciliación fracasó por la falta de tal ánimo en la demandada; luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 93.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 1° de abril del presente año, fl. 108; en la sentencia que se dictó en esa fecha, la juez de primera instancia reconoció el derecho de la demandante a que su primera mesada pensional fuera indexada y como consecuencia ordenó a la demandada efectuar la modificación de la Resolución 005541 del 3 de septiembre de 2007, para señalar que el Ingreso Base de Liquidación era de $1.665.626,08, para una mesada pensional de $1.249.219,56 a partir del 26 de enero de 2007, prestación que al ser actualizada al 1° de enero de cada año, representa la suma de $1.421.567,17 para la presente anualidad, ordenando de igual manera a la accionada pagar a la accionante la suma de $14.858.297,60 por concepto de la diferencia existente entre la mesada reconocida y la que realmente le correspondía; negó las restantes pretensiones y condenó en costas a la demandada.
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación la apoderada de la accionada, fl. 123, manifestando que la pensión reconocida a la señora Ramírez Martínez se otorgó de acuerdo al artículo 41 de la Convención Colectiva de Trabajo 1998-1999, norma que en su parágrafo 3° consagró tres condiciones más favorables respecto de la ley, a saber, pensiones a más temprana edad, obtención del derecho pensional con solo el tiempo de servicios y la inclusión de factores salariales que no consagraba la ley en ese momento; dicha convención fue negociada y firmada por los representantes del sindicato, convirtiéndose en ley para las partes.
Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Se circunscribe la inconformidad de la demandada al hecho de haberse reconocido la indexación de la primera mesada pensional, sin tener en cuenta que en la Convención Colectiva de Trabajo suscrita con sus trabajadores se estipularon condiciones pensionales más beneficiosas que en la ley.

Sea lo primero advertir que la mentada Convención Colectiva de Trabajo brilla por su ausencia en el infolio, por lo que resulta imposible verificar los dichos de la apelante o si se pactó algo con respecto a la indexación del beneficio pensional.
Por otra parte, es de la esencia de los pactos y convenciones colectivas de trabajo que se pacten beneficios superiores a los establecidos en la ley, es su razón de ser, de lo contrario, ¿Qué objeto tendría pasar por todos los trámites y etapas que acarrean la negociación y firma de uno de estos acuerdos?, sería innecesario y un total disparate negociar derechos iguales a los que la ley ya brinda a los trabajadores.

Ahora bien, el hecho de haberse pactado una forma más benévola de liquidar la pensión a sus servidores, no significa que en el interregno transcurrido entre el año 1999, calenda en la cual la demandante dejó de prestar sus servicios a la entidad demandada, y el año 2007, cuando se reconoció la prestación, el valor de la moneda nacional no haya sufrido menoscabo, al contrario, tal como lo afirmó la a quo la moneda, no solo la colombiana, está en permanente variación, la cual desafortunadamente en países como el nuestro siempre tiende a disminuir su poder adquisitivo.

Adentrándonos en el tema materia de estudio, respecto a la indexación de la primera mesada de una pensión de origen convencional ha dicho la Corte Suprema de Justicia, en proceso prácticamente idéntico al presente y donde se demandó a la misma Entidad:
“La controversia relativa a si procede la indexación de la base salarial para reajustar el valor inicial de la pensión de jubilación convencional, la definió por mayoría ésta Corporación en la sentencia de 31 de julio de 2007, radicación No. 29022, con la que se rectificó la anterior posición jurisprudencial, que sostenía la improcedencia de la misma. Criterio mayoritario de la Sala que ha sido ratificado, entre otras, en las sentencias con radicación 32704 del 16 de septiembre de 2008, 34122 del 30 de julio de 2008, 29664 del 8 de agosto de 2007 y 30131 del 4 de septiembre de 2007.  Sobre el particular, sostuvo lo siguiente:

“….. Valga recordar que ya en vigencia de la Constitución Política de 1991, esta Corte venía disponiendo la indexación de la base salarial de la pensión extralegal y de la restringida de jubilación. Así por ejemplo lo definió en las sentencias del 8 de febrero, radicación 7996 y del 5 de agosto, radicación 8616, ambas de 1996. Sin embargo, posteriormente, dicha doctrina fue recogida, para negarla, principalmente, en la sentencia del 18 de agosto de 1999, radicado N° 11818.

“Luego, se admitió la reevaluación en comento, por mayoría de los integrantes de la Sala, sólo para los eventos en que se reclamaran pensiones con fundamento en el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y, últimamente, también para las pensiones legales causadas a partir de la vigencia de la Constitución Política de 1991, según sentencia del 20 de abril de 2007, radicado 29470 y, más recientemente, en sentencia de 26 de junio de 2007 radicado 28452, en las que se utilizaron como soporte básico las decisiones de la Corte Constitucional del 19 de octubre y 1 de noviembre de 1996, radicaciones D-6247 y D-6246, respectivamente. De suerte que, ahora, ante los antecedentes citados, la Corporación reexamina el tema propuesto, variando su tesis, por mayoría.

“Pues bien, el fundamento constitucional jurisprudencial referido es el que a su vez otorga pleno soporte a la actualización de la base salarial de las pensiones, sin diferenciarlas por su origen, pues la misma tesis - según la cual la omisión del legislador no puede afectar a una categoría de pensiones, y a las que, por consiguiente, corresponde aplicarles la legislación vigente para otras, con el mecanismo de la indexación, para efectos de liquidar una mesada pensional actualizada-, es de recibo tratándose de pensiones extralegales o convencionales, pues éstas no corresponden, en rigor, a una prestación nueva, porque aún, con anterioridad a la nueva Constitución Política y a la expedición de la Ley 100 de 1993, existían regímenes legales que protegían a los trabajadores del sector privado y oficial, de ciertas contingencias surgidas con ocasión de la ejecución del contrato de trabajo, de la propia naturaleza humana del trabajador o también de eventos fortuitos de diferente orden, que afectaran su vida laboral o, incluso, que pusieran fin a su existencia, con perjuicio de su núcleo familiar.

“Es que el reconocimiento de una pensión extralegal, entre ellas la convencional, no determina en principio más que un mejoramiento de un derecho mínimo legal, mediante el cual se flexibilizan las exigencias para su causación o simplemente incrementan su cuantía; luego, respecto de estas prestaciones extralegales, también caben los postulados constitucionales previstos en los artículos 48 y 53 de la Constitución Nacional, que prevén el mantenimiento del poder adquisitivo constante de las pensiones legales.

“El actual criterio mayoritario, que admite la actualización de la base salarial tratándose de pensiones legales causadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la nueva Constitución, impera también ahora para las extralegales, como sería el caso de las convencionales, según lo anotado. 

“Lo anterior porque, en verdad, no hay razón justificativa alguna para diferenciar, a un trabajador pensionado de acuerdo con la ley, con uno con arreglo a una convención, porque, valga agregar, el impacto del fenómeno económico de la inflación, lo padece tanto el uno como el otro, amén de que si la corrección monetaria no conduce a hacer más onerosa una obligación pensional, sino a mantener el valor económico de la moneda frente a su progresivo envilecimiento, su aplicación, respecto de pensiones extralegales, sean ellas convencionales o voluntarias, no altera de ninguna forma el acto inicial de reconocimiento,  porque simplemente lo que se presenta es una actualización del monto para mantener su valor constante.         

“Como conclusión de lo precisado, resulta obligado para la sala reconocer procedente la actualización del ingreso base de liquidación de la pensión convencional aquí demandada, dado que se causó en vigencia de la actual Constitución Política, y con apoyo, se repite, en los estudios de constitucionalidad efectuados en la sentencia D-6247 del 19 de octubre de 2006 y D-6246 del 1 de noviembre del mismo año, atrás referidos…”.” (
)
La Corte Constitucional también se ha referido al tema en reciente pronunciamiento, dentro de acción de tutela dirigida precisamente contra la aquí demandada, rememorando diversas providencias de los años 2007 y 2008:
“[e]l derecho a la actualización de la mesada pensional no puede ser reconocido exclusivamente a determinadas categorías de pensionados, porque un trato diferenciado de esta naturaleza carecería de justificación constitucional, y se torna por tanto en un trato discriminatorio. En efecto, desde la perspectiva constitucional resulta insostenible la tesis que la actualización de las pensiones es un derecho constitucional del cual sólo son titulares aquellos pensionados que el Legislador determine, precisamente porque tal postura acarrearía la vulneración de los restantes principios a los que se ha hecho mención y de los derechos fundamentales de aquellas personas excluidas del goce de la actualización periódica de sus pensiones. Si bien el derecho a la actualización de la mesada pensional surge en virtud de lo que la doctrina ha denominado el proceso de especificación en el reconocimiento de los derechos, de manera tal que su titularidad se reserva a un determinada categoría de sujetos –los pensionados- dentro de tal categoría su titularidad ha de ser universal, y por lo tanto exclusiones derivadas del tránsito legislativo carecen de justificación.” 

12.- En esta misma línea de pensamiento, la jurisprudencia constitucional ha concluido que el derecho a la indexación de la primera mesada pensional “se predica no sólo de las pensiones de origen legal, sino también de aquellas de origen convencional como quiera que el problema de la pérdida de poder adquisitivo, derivado del fenómeno inflacionario, no les es ajeno y que llegar a una conclusión diferente se [traduciría] en una carga desproporcionada a estas [personas pensionadas] que se verían [forzadas] a soportar la pérdida del poder adquisitivo de su mesada pensional bajo el prurito de los beneficios extralegales de que fueron acreedores en razón de la suscripción de la convención colectiva que rige su derecho pensional.” (
)
Los anteriores argumentos, expuestos tanto por la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, son compartidos totalmente por esta Colegiatura; es que ese trato desigual que se venía dispensando a las pensiones de origen convencional respecto de las legales era totalmente injustificado, constituyéndose en un atentado, no solo contra el derecho constitucional a la igualdad, sino contra los derechos de los trabajadores contenidos en el artículo 53 de nuestra Carta Magna y al derecho al reajuste de las pensiones, amén que la pérdida del poder adquisitivo del dinero, es un fenómeno que no solo afecta a los pensionados cuya prestación tiene origen legal, sino a todos en general. 
Sin necesidad de más disquisiciones, es menester de esta Corporación, impartir confirmación a la decisión de primera instancia.
Costas en esta instancia a favor de la demandante.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación ha conocido.
En esta instancia, costas a favor de la demandante. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�). CSJ. Sent. de 27 de enero de 2009. M.P. Camilo Tarquino Gallego. Rad. 33678. Acta 03.


(�). Corte Constitucional. Sent. T- 130 del 24 de febrero de 2009. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. Ver: Sentencias T-696 de 2007; T-313 de 2008; T-014 de 2008, entre otras.





